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Se decide a continuación la objeción que planteó la parte demandante frente a la liquidación de costas realizada en el curso de esta instancia, dentro de la acción popular que promovió el señor Javier Elías Arias Idárraga contra Coomeva IPS del municipio de Santuario, Risaralda.
Para tal fin, se aplicarán las reglas del Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando se interpuso el recurso de apelación contra la sentencia proferida en este asunto, de acuerdo con los artículos 624 y 625, numeral 5º del Código General del Proceso.

A N T E C E D E N T E S

1.- En la sentencia proferida en el curso de la segunda instancia se condenó a la entidad demandada a pagar las costas causadas a favor del demandante, y para efectos de su liquidación, las agencias en derecho se fijaron en la suma de $400.000.

Realizada por la Secretaría la respectiva cuenta, se dejó en traslado a las partes para que tuvieran oportunidad de objetarla. A ello procedió el actor popular para pedir que se apliquen el Acuerdo 1887 de 2003, expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, modificado por el 2222 del mismo año; artículo 392 del Código de Procedimiento Civil; Ley 1395 de 2010, Ley 1437 de 2011; Código General del Proceso y “CPACA”. Concretamente solicitó se fijen las agencias en derecho en tres salarios mínimos legales mensuales vigentes, “pues a los abogados nunca les dan menos de un salario “MMV, aclaro que soy lego en derecho pero tengo titularidad, art. 12 Ley 472/98. No necesito postulación y gracias a mi acción y a mi proceder se AMPARO (sic) MI ACCIÓN
” 
El escrito de objeción se mantuvo a disposición de la parte contraria, por el término de dos días, el que venció en silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S
1.- Las agencias en derecho se han definido como la estimación que hace el juez de la suma que la parte vencida en un proceso debe pagar a la contraparte por concepto de honorarios de abogado, bien porque confió esa labor a un tercero o haya actuado personalmente por permitírselo la ley. Por tanto, siempre se han considerado como una indemnización debida al litigante que ha triunfado en el proceso, quien, de acuerdo con la posición que asuma, se ha visto obligado a promover o afrontar una actuación judicial para que le sea reconocido un derecho en disputa.

Su valor debe ser tasado prudencialmente, sin que puedan ser demasiado exiguas porque demeritan la labor de los abogados y de quienes, sin ejercer tal profesión, litigan en causa propia. Tampoco pueden ser excesivamente altas, ya que deben constituir una justa retribución al trámite realizado, evitando gravar en exceso a la parte vencida en el proceso, pues no pueden ser fuente de enriquecimiento, dado su carácter indemnizatorio y retributivo.

En conclusión, la función de las agencias en derecho es la de otorgar a la parte vencedora una razonable compensación económica por la gestión procesal que realizó. 
2.- Al valorarlas, debe aplicarse el numeral 3° del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, que dice: "Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquéllas establecen solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá además en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas...". 

También el Acuerdo No. 1887 de 2003, por medio del cual la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura estableció la tarifa de agencias en derecho, y que en el artículo 3° enseña que el funcionario judicial, para aplicar gradualmente las tarifas establecidas hasta los máximos previstos en ese Acuerdo, tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración útil de la gestión ejecutada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía de la pretensión y las demás circunstancias relevantes, de modo que sean equitativas y razonables. Las tarifas por porcentaje se aplicarán inversamente al valor de las pretensiones.

Tratándose de acciones populares tramitados en segunda instancia, el referido Acuerdo, en el artículo 6°, numeral 3.2, autoriza establecer la cuantía de las agencias en derecho hasta en un salario mínimo legal vigente.
3.- En el asunto bajo estudio, el demandante, al formular la objeción, revela su inconformidad con la cuantía en que fueron fijadas las agencias en derecho, pues considera que su valor no debe ser inferior a un salario mínimo legal mensual vigente.
Revisada la actuación, se tiene que el expediente se recibió en este tribunal el 29 de septiembre del año anterior y la sentencia de segunda instancia se profirió el pasado 2 de febrero; es decir, que entre aquella primera fecha y esta última corrieron algo más de cuatro meses.
En el curso de esta instancia el demandante formuló alegatos en un escrito en el que solicitó se revocara la sentencia de primera instancia, con fundamento en precedentes del Tribunal Administrativo de Caldas y Tribunales Superiores de Antioquia y Guadalajara, respecto de los cuales no incluyó alguna cita que permitiera identificarlos y aportó dos copias de una providencia del Tribunal Contencioso Administrativo de Huila, del 13 de septiembre de 2011, que adicionó una sentencia proferida en acción popular para incluir la condena en costas a favor del demandante y fijó las agencias en derecho en una suma equivalente a tres salarios mínimos legales mensuales vigentes y otra, en forma parcial, proferida por el Tribunal Superior de Manizales, del 3 de junio de 2015, que ordenó al Banco demandado incorporar al programa de atención al público el servicio de un intérprete con conocimiento en lengua de señas y un guía intérprete; además, lo condenó a pagar las costas causadas en la suma de $650.000.

Al estimar las agencias en derecho en esta sede, la naturaleza del asunto no pudo calificarse de compleja por tratarse de una acción popular, en la que no existe una controversia entre las partes sobre derechos subjetivos ni individuales, pues su real finalidad es la de obtener se protejan derechos colectivos. Y aunque el actor popular impugnó la sentencia, sus alegatos en esta sede de nada sirvieron para adoptar la decisión final, pues se refirió a precedentes que ni siquiera identificó y las copias de las providencias que aportó no guardan relación con el asunto que fue objeto de controversia. Por ende, la calidad de sus argumentos no constituyó factor que tuviera mayor incidencia para determinar las agencias en derecho.
Ni pudieron valorarse aspectos como la cuantía de la pretensión, porque en este caso la competencia se determina por la naturaleza del asunto que tiene un fin altruista y solidario.
Ninguna otra circunstancia relevante se evidencia que justifique aumentar el valor de las agencias en derecho, cuando, como ya se indicó, el Acuerdo 1887 de 2003 expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, autoriza establecerlas “hasta” en uno de tales salarios, de donde se infiere que existe un mínimo y un máximo entre los cuales debe hacerse la tasación, atendiendo los criterios que ya se han analizado, sin que por ende deban fijarse siempre en el valor más alto autorizado como parece entenderlo el objetante.
El valor de las agencias en derecho, estimadas en $400.000, equivalen al 58.01% de un salario mínimo legal mensual vigente para el presente año que asciende a $689.454.
En consecuencia, a juicio de la Sala no hay motivos que justifiquen incrementarlas en este caso concreto, sin que la cuantía en que ha sido establecidas en otros procesos, de acuerdo con las copias aportadas por el actor popular, constituyan un precedente obligatorio; además, desconoce esta Sala si los criterios que tuvieron aquellos para tasarlas, son similares a los que ofrece el caso concreto y algunas de ellas fueron fijadas superando los máximos autorizados por la ley. 
4.- De la liquidación de costas realizada será excluida la suma de $2.400, que se incluyó como “Otros gastos comprobados” y que corresponde al valor de 12 fotocopias que se aportaron con el escrito por medio del cual se sustentó la apelación.
En efecto, el artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, que regula lo relacionado con la liquidación de costas, dice en el numeral 2º: “La liquidación incluirá el valor de los impuestos de timbre, los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias en derecho que fije el juez o magistrado…”

Y de tales características no participa el gasto que pretende el objetante sea incluido en la liquidación, pues no se considera necesario para el desarrollo del proceso y norma alguna lo autoriza hacer para obtener luego su reconocimiento, a cargo de la parte a quien se condena a pagar las costas del proceso.

5.- En conclusión, se despachará de manera desfavorable la objeción propuesta y se aprobará la liquidación realizada, excluyendo la suma que se acaba de mencionar.

6.- Por último, como la competencia de esta Sala termina con esta actuación, se dispondrá que en firme este auto, se remita el expediente al juzgado de origen.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil-Familia, 

R E S U E L V E   :
PRIMERO: Declarar infundada la objeción que a la liquidación de costas formuló la parte demandante. 

SEGUNDO: Excluir de la liquidación realizada, la suma de $2.400 que corresponden al valor de las copias aportadas.

TERCERO.- Con esa exclusión, se aprueba la liquidación de costas practicada por la secretaría de esta Sala, que en consecuencia, asciende a $400.000.
CUARTO.- En firme este auto, remítase el expediente al juzgado de origen.

NOTIFÍQUESE,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                          
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